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                                                                                                                  Concepto 5598

Bogotá, D.C., 20 de junio de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D. 


Ref.:
Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 23, parágrafo 2º (parcial) y 54, numeral 5º (parcial) de la Ley 1015 de 2006, “Por medio de la cual se expide el Régimen Disciplinario para la Policía Nacional”.
Demandante: Iván Orlando Díaz Meléndez 
Magistrado Ponente: ALBERTO ROJAS RIOS
Expediente D-9611
Concepto 5589
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de su ciudadanía, presentó Iván Orlando Díaz Meléndez contra los artículos 23, parágrafo 2º (parcial) y 54, numeral 5º (parcial) de la Ley 1015 de 2006, cuyo texto, con lo demandado en negrillas, es el siguiente:
LEY 1015 DE 2006
(febrero 7)

Diario Oficial No. 46.175 de 7 de febrero de 2006

CONGRESO DE COLOMBIA

Por medio de la cual se expide el Régimen Disciplinario para la Policía Nacional.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

(…)

ARTÍCULO 23. DESTINATARIOS. Son destinatarios de esta ley el personal uniformado escalafonado y los Auxiliares de Policía que estén prestando servicio militar en la Policía Nacional; aunque se encuentren retirados, siempre que la falta se haya cometido en servicio activo.

PARÁGRAFO 1o. Al personal que desempeña cargos en la Justicia Penal Militar, tratándose de faltas relacionadas con el desempeño de las funciones jurisdiccionales propias del respectivo cargo, le serán aplicadas las normas disciplinarias de la Rama Jurisdiccional por la Procuraduría General de la Nación, salvo que se trate de conductas relacionadas con el ejercicio de la función policial, caso en el cual serán investigados por las autoridades disciplinarias que señala esta ley.
PARÁGRAFO 2o. Los estudiantes de las Seccionales de Formación de la Policía Nacional, deberán regirse por el manual académico expedido por el Director General de la Policía Nacional, salvo que se trate de conductas relacionadas con el ejercicio de la función policial, caso en el cual serán investigados por las autoridades disciplinarias que señala esta ley.
(…)

ARTÍCULO 54. AUTORIDADES CON ATRIBUCIONES DISCIPLINARIAS. 

Para ejercer la atribución disciplinaria se requiere ostentar grado de Oficial en servicio activo. Son autoridades con atribuciones disciplinarias para conocer e imponer las sanciones previstas en esta ley, las siguientes:

1. DIRECTOR GENERAL DE LA POLICIA NACIONAL.

En Segunda Instancia de las decisiones proferidas por el Inspector General.

2. INSPECTOR GENERAL DE LA POLICIA NACIONAL.

En Segunda Instancia de las decisiones proferidas por los Inspectores Delegados.

En Primera Instancia de las faltas cometidas por:

a) Oficiales Superiores;

b) Personal en comisión en el exterior;

c) Personal en comisión en organismos adscritos o vinculados a la Administración Pública;

d) Jefes de Oficinas Asesoras de la Dirección General de la Policía Nacional.

PARÁGRAFO 1o. Podrá iniciar, asumir, proseguir, remitir o fallar cualquier actuación disciplinaria, cuya atribución esté asignada a otra autoridad policial señalada en esta ley, cuando por su trascendencia afecte gravemente el prestigio e imagen institucional.

PARÁGRAFO 2o. Sin perjuicio de su atribución disciplinaria, el Inspector General ejercerá vigilancia, control y seguimiento de las actuaciones disciplinarias.

3. INSPECTORES DELEGADOS.

a) En Segunda Instancia de las decisiones proferidas por los Jefes de Oficinas de Control Disciplinario Interno de su jurisdicción;

b) En Primera Instancia de las faltas cometidas por los Oficiales Subalternos en su jurisdicción.

4. JEFE DE OFICINA DE CONTROL DISCIPLINARIO INTERNO DE LA DIRECCION GENERAL.

En Primera Instancia de las faltas cometidas en la ciudad de Bogotá, D. C., por el personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes, y Auxiliares de Policía, que labore en la Dirección General, Subdirección General, Inspección General, Direcciones y Oficinas Asesoras.

5. JEFES DE OFICINAS DE CONTROL DISCIPLINARIO INTERNO DE POLICIAS METROPOLITANAS Y DEPARTAMENTOS DE POLICIA.

En Primera Instancia de las faltas cometidas en su jurisdicción, por el personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes, Auxiliares de Policía, y Estudiantes de las Seccionales de Formación de la Policía Nacional.

PARÁGRAFO. La Oficina de Control Disciplinario Interno de Comando de Policía Metropolitana organizada por Departamentos, conocerá en Primera Instancia de las faltas cometidas por el personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes, Auxiliares de Policía, y Estudiantes de las Seccionales de Formación de la Policía Nacional, adscrito al respectivo Comando de Metropolitana.

1. Planteamientos de la demanda
El demandante aduce que las disposiciones parcialmente acusadas vulneran el derecho al debido proceso, en tanto dicha garantía impone prohibiciones concretas, como aquella relativa a la existencia de tribunales de excepción o aquella relacionada con el desconocimiento de la competencia general de la jurisdicción ordinaria, las cuales se desconocen por las normas objeto de la demanda. En este sentido, estima que la dimensión sustancial del principio de juez natural supone “(…) la garantía de que el juzgamiento de conductas tipificadas como delitos será efectuado, independiente de la persona o institución en concreto, por los funcionarios y órganos que integran la jurisdicción ordinaria”.
Luego de citar algunas sentencias proferidas por la Corte Constitucional, fundamenta el concepto de violación del principio de juez natural, como componente del debido proceso, en la competencia atribuida a las Oficinas de Control Interno para investigar a los estudiantes de la Escuela de Formación de la Policía Nacional, pues la norma desconoce que dicha categoría no otorga funciones de policía en estricto sentido.
En este mismo sentido, arguye que la atribución de competencias disciplinarias en cabeza de los Jefes de Oficina de Control Interno con respecto de los estudiantes de la Escuela de Formación de la Policía Nacional, les otorga la calidad de servidores públicos a quienes se encuentran en proceso de formación, contrariando la competencia para conocer de las faltas disciplinarias cometidas por los estudiantes. Así las cosas, concluye que “ (…) tanto la Ley 734 de 2002, reformada por la Ley 1474 de 2011, así como la Ley 1015 de 2006 tienen por destinatarios a servidores públicos, condición que no reúnen los estudiantes…”. Y no la reúnen por la sencilla razón de que no han culminado sus estudios ni se ha expedido el acto administrativo correspondiente que los haga parte integrante de la Policía Nacional. Incluso si se tiene en cuenta la existencia de prácticas de Policía en el pensum académico, no comportan el ejercicio de funciones públicas y, por tanto, no son sujetos disciplinables en los términos de las disposiciones citadas.

Por último, considera que la existencia de un régimen especial para los estudiantes de la Escuela de Formación de la Policía Nacional, derivado de la Ley 30 de 1992 y contenido en el Reglamento Académico y Disciplinario para los estudiantes de las escuelas, resulta parcialmente inaplicado por las normas objeto de la demanda, en el sentido de fraccionar la garantía de juez natural.
2. Problema jurídico-constitucional

El problema jurídico que resolverá la Corte Constitucional puede formularse de la siguiente forma:
· ¿Vulnera el debido proceso, en particular la garantía de juez natural, la previsión normativa contenida en los artículos 23 y 54 de la Ley 1015 de 2006, en virtud de la cual son sujetos disciplinables los Estudiantes de las Seccionales de Formación de la Policía Nacional, en tanto ejerzan funciones propias de dicho cuerpo? 
3. Análisis jurídico-constitucional

En síntesis, el accionante plantea que la calidad de sujetos disciplinables de los estudiantes de las Escuelas de formación de la Policía Nacional, vulnera la garantía de juez competente establecida en el artículo 29 de la Carta, en atención a que éstos no cumplen funciones propias de dicho cuerpo, aun cuando dentro del pensum académico desempeñen ciertas actividades similares a la función policial.

Para esta Vista Fiscal, el cargo esgrimido está llamado a prosperar por las siguientes razones:
La Corte Constitucional, en la Sentencia C-1214 de 2001, transcrita por el demandante, precisó la condición jurídica de los estudiantes de las escuelas de formación de la Policía Nacional, vinculados formalmente a éstas mediante acto administrativo, para concluir lo siguiente:

Los estudiantes de las escuelas de formación hacen parte de la Policía Nacional (art. 6º de la Ley 62 de 1993, art. 1º Decreto-Ley 1791 de 2000), en tanto que al finalizar el curso de formación correspondiente pueden acceder a la jerarquía y al escalafón de la Policía Nacional, de una parte, y a ciertos beneficios prestacionales previstos en el citado decreto, de otra.
Ahora bien, su integración, para los efectos analizados, no tiene la entidad suficiente para darles la calidad de servidores públicos, ya que (i) con independencia del nivel a que pertenezcan los estudiantes, directivo o ejecutivo, no ostentan dicha calidad y, por tanto, no ejercen funciones públicas, no solo por su condición de estudiantes, sino porque las escuelas tienen el carácter de entidad universitaria; (ii) como consecuencia de lo anterior, los estudiantes no hacen parte de la jerarquía de la Policía Nacional y; (iii) derivado de todo lo anterior, las normas que rigen su conducta son, en primer lugar, el Reglamento Académico de la Escuela Nacional de Policía General Santander y, en segundo lugar, el Manual Disciplinario Único para los alumnos.
Dicho régimen disciplinario, contenido en la Resolución 02018 de 2004, regula, entre otros aspectos, un amplio catálogo tanto de faltas –graves y leves-(art. 20.), así como de sus consecuencias (art. 24.) y, en general, un verdadero régimen disciplinario aplicable a quienes ostentan la calidad de estudiantes en las escuelas de formación.
En torno al tema de los funcionarios con atribuciones disciplinarias, la resolución citada estipula que tanto el consejo disciplinario como el jefe de la seccional correspondiente, tienen competencias para aplicar los correctivos previstos en dicho acto –expulsión, suspensión y amonestación–. Así, entonces, se tiene que existen funcionarios competentes para imponer los correctivos derivados de la comisión de las faltas por los estudiantes.
Sobre el núcleo de la garantía del juez competente se tiene lo siguiente:

Tal y como se desprende con claridad del establecimiento del derecho al debido proceso en la Carta Política, éste se estructura a partir de un conjunto de garantías –por lo cual se ha entendido como un derecho complejo-, entre otras, la de ser juzgado “(…) ante juez o tribunal competente”. De ahí deviene que uno de los elementos estructurales de la garantía de juez natural esté constituida por la radicación de competencias, señaladas previamente en la Constitución o la ley, a una determinada autoridad. En este sentido, existen dos tipos de habilitación en materia de atribución de competencias, a saber: (i) las competencias asignadas directamente por la Carta a un juez específico, como ocurre, por ejemplo, con la Corte Constitucional o el Consejo de Estado (arts. 241 y 236 CP); (ii) aquellas en que la propia Carta asigna competencia general al legislador (150 23 CP) para regular las funciones públicas, lo que implica la atribución de competencias en materia de juez judicial dentro de un amplio margen de configuración.
Sobre el particular, la Corte Constitucional, entre otras, en la Sentencia C-655 de 1997, ha tenido oportunidad de explicar la relación entre la garantía de juez natural y la radicación de competencias, en los siguientes términos:
Por regla general, corresponde al legislador en aquellos casos en que el Constituyente no lo haya hecho, asignar competencia a los distintos entes u órganos del Estado. Una vez definida la competencia es posible determinar cuál es el funcionario a quien le corresponde conocer o tramitar un asunto específico. La competencia se fija de acuerdo con distintos factores, a saber: la naturaleza o materia del proceso y la cuantía (factor objetivo), la calidad de las partes que intervienen en el proceso (factor subjetivo), la naturaleza de la función que desempeña el funcionario que debe resolver el proceso (factor funcional), el lugar donde debe tramitarse el proceso (factor territorial), el factor de conexidad. La competencia debe tener las siguientes calidades: legalidad, pues debe ser fijada por la ley; imperatividad, lo que significa que no es derogable por la voluntad de las partes; inmodificabilidad por que no se puede variar en el curso de un proceso (perpetuatio jurisdictionis); la indelegabilidad, ya que no puede ser delegada por quien la detenta; y es de orden público puesto que se funda en principios de interés general. 
Vale precisar que en el presente caso la competencia no está asignada a una autoridad judicial en sentido estricto, sino que radica en un funcionario determinado o en un consejo, tal y como se expuso anteriormente. No obstante lo anterior, la jurisprudencia de la Corte ha reconocido que las garantías integrantes del debido proceso judicial son aplicables, en general, a los procedimientos administrativos, más aun si se trata de procesos administrativos cuyo fin es la imposición de una sanción. Sobre el particular sostuvo la Corte en la Sentencia C-429 de 2001:
La competencia es parte esencial del debido proceso y presupuesto de validez de los actos que se profieren, pues si una autoridad expide un acto sin tener facultades para hacerlo, éste es nulo. En materia disciplinaria, que es el tema que se regula en las normas acusadas, también rige el principio del juez natural, esto es, aquél a quien la Constitución o la ley le ha atribuido el conocimiento de un determinado asunto, está consagrado en el artículo 29 de la Constitución, en estos términos: 
"Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio (…)".
Principio que aparece incluido en el artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San José de Costa Rica", entre las garantías judiciales, así. 

"8. Garantías judiciales.
    1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, o de cualquier otro carácter." (Destaca la Corte)

De conformidad con estos preceptos, la competencia debe ser constitucional o legal; preexistente, es decir, anterior al hecho que motiva la actuación o proceso correspondiente, y explícita. 
En el presente caso, la competencia para expedir el reglamento disciplinario deriva, en primer lugar, del artículo 69 de la Constitución Política, que establece la autonomía universitaria, cuyo ejercicio comporta, entre otros, el de “(…) darse sus directivas y regirse por sus propios estatutos, de acuerdo con la ley”. En segundo lugar, la Ley 30 de 1992 “Por la cual se organiza el servicio público de la Educación Superior”, la que en su artículo 137, estableció que, entre otras, la Escuelas de Formación de Policía funcionarán “(…) de acuerdo con su naturaleza jurídica y su régimen académico lo ajustarán conforme a lo dispuesto en la presente ley”.
Relacionado con todo lo anterior, la atribución de competencias disciplinarias por parte de las normas acusadas vulnera la garantía que fundamenta el concepto de violación en el presente caso, pues el ejercicio de las funciones públicas atribuidas a la Policía Nacional, como se dijo, se adquieren como consecuencia del nombramiento luego de aprobar los requisitos correspondientes y, en consecuencia, la asunción de los deberes inherentes a la función que constitucionalmente se le ha asignado a los miembros propiamente dichos de la institución (218 CP) derivan del acto formal que los integra a su jerarquía. 

Por ende, no se cumplen los requisitos mínimos para la aplicación del régimen disciplinario contenido en la norma parcialmente demandada, como quiera que los estudiantes de las escuelas no ostentan la calidad de servidores públicos, ni pueden ser sujetos disciplinables por la violación de deberes funcionales de los que no son titulares. Así las cosas, la salvedad establecida en la norma, según la cual los estudiantes de las escuelas de formación serán investigados por las autoridades disciplinarias previstas en ella, carece de fundamento constitucional.
Por último, podría argumentarse que los estudiantes en ejercicio de las prácticas previstas en el pénsum de la escuela de formación se encuentran en ejercicio de funciones administrativas en calidad de particulares, de conformidad con el artículo 123 Superior. Este argumento carece de sustento por dos razones: la primera es que el artículo 123 defirió a la ley el tema de las condiciones para el ejercicio de funciones administrativas por particulares, regulación esta que fue establecida en el artículo 110 de la Ley 489 de 1998, que exige como uno de los requisitos de dicho ejercicio la expedición de un acto administrativo previo a la celebración de un convenio. En el presente caso, prima facie no se constata dicha circunstancia para el ejercicio de funciones públicas por parte de los estudiantes. La segunda razón se relaciona con el hecho de que la Ley 1015 de 2006 define en forma perentoria que sus mandatos se aplican al personal uniformado escalafonado y los Auxiliares de Policía que estén prestando servicio militar en la Policía Nacional, lo cual excluye su aplicación a particulares en ejercicio de funciones públicas, en caso de ser cierta la hipótesis en virtud de la cual los estudiantes de las escuelas de formación de la Policía Nacional tienen el carácter de particulares en ejercicio de funciones públicas.
En estas condiciones esta Vista Fiscal solicitará la declaratoria de inexequibilidad de las expresiones acusadas.
4. Conclusión

El Ministerio Público solicita a la Corte que declare INEXEQUIBLES las expresiones demandadas contenidas en los artículos 23, parágrafo 2º y 54, numeral 5º de la Ley 1015 de 2006.
Señores Magistrados,
MARTHA ISABEL CASTAÑEDA CURVELO
Viceprocuradora General de la Nación con funciones de Procuradora General
GMR/DFYM
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